ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA                               

RADICACIÓN: 66001 31 87 001 2013 26158 01
ACCIONANTE: SEBASTIÁN MEJÍA URIBE EN REPRESENTACIÓN DE

MARÍA CONSUELO URIBE ZAPATA
ACCIONADO: CAFESALUD EPS-S Y/O

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]
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SALA DE DECISIÓN PENAL 

M.P. LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Pereira, veintiuno (21) de octubre de dos mil trece(2013)

Proyecto aprobado por Acta No. 628 

Hora: 3:30 p.m. 

ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la sala resolver la impugnación presentada por la Administradora de Agencia de CAFESALUD EPSS contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

    IDENTIDAD DEL ACCIONANTE

Se trata de la señora María Consuelo Uribe Zapata, quien se identifica con la cédula No. 42.025.861 de La Virginia, Risaralda, residente en el corregimiento Caimalito casa 5-75 de Pereira.
ENTIDAD ACCIONADAS Y VINCULADAS 
-E.P.S.S. Cafesalud, con sede en Pereira. 
-Hospital Universitario San Jorge de esta ciudad. 

-Secretaría de Salud Departamental de Risaralda.

HECHOS QUE MOTIVAN LA TUTELA

El señor Sebastián Mejía Uribe interpuso acción de tutela en representación de su señora madre María Consuelo Uribe Zapata, quien presenta un sangrado perseverante por lo que requiere de manera inmediata la valoración de un especialista con el fin de que se le suministre el tratamiento integral adecuado y en el caso de ser necesario, la realización de una cirugía. 
PETICIÓN 

Solicita la atención inmediata de la titular de los derechos con el objeto de que sea tratada su enfermedad. 
PRUEBAS ALLEGADAS POR EL ACCIONANTE 

· Fórmula  médica.

· Autorización de servicios Nro. 1014500837. 

· Historia clínica.
· Cédula de ciudadanía 

· Carné de afiliación  

RESPUESTAS DE LAS ENTIDADES DEMANDADAS Y VINCULADAS
Hospital Universitario San Jorge 
Atendiendo la necesidad que tenía la paciente de ser valorada, le fue asignada una cita para el día 14 de agosto de 2013 a las 6:30 p.m., de la cual se le dio información oportuna a la peticionaria. 
Si el procedimiento quirúrgico que llegara a ser ordenado por su médico tratante se encuentra dentro de los beneficios POSS, deberá aportar la correspondiente autorización de servicio en la IPS respectiva, de conformidad con lo previsto en los Acuerdo 027 y 029 de 2011, y se procederá a programar la realización del procedimiento respectivo. 

Esa entidad ha prestado los servicios que la tutelante ha requerido, con lo cual se evidencia que no ha vulnerado derecho alguno a la señora UribeZapata. 
El tratamiento integral que llegare a requerir la usuaria debe ser autorizado por la E.P.S.S. Cafesalud, ya que ostenta la calidad de afiliada a dicha entidad. 
Solicita que i) se denieguen las pretensiones incoadas en contra de esa I.P.S. ya que no ha vulnerado derecho fundamental alguno a la tutelante; y ii) en caso de ´que se disponga de la realización de una cirugía, se ordene a la E.P.S.S. Cafesalud expedir la respectiva autorización de servicios de manera ágil y efectiva, y el suministro del tratamiento integral conforme lo establece el acuerdo 029 de 2011. 

Secretaría de Salud Departamental de Risaralda  

Es la segunda vez que la señora María Consuelo Uribe Zapata acude a la acción de tutela para acceder al servicio de medicina especializada de ginecología, ya que se han presentado demoras en la prestación del mismo pese a que existe autorización previa para el mismo. 

La E.P.S.S. Cafesalud deberá permanecer vigilante para que sus afiliados sean atendidos oportunamente y no se torne ilusoria su protección en salud.
Los servicios que se solicitan están a cargo de la aseguradora y esa responsabilidad sólo culmina con la efectiva y oportuna atención a sus afiliados. 

Solicita que i) se confirme la medida provisional adoptada por el despacho; ii) se acceda a lo pretendido por la accionante y de esta manera se evite la utilización recurrente de los mecanismos legales para acceder a los servicios de salud a los cuales tiene derecho; iii) se ordene a la E.P.S.S. Cafesalud garantizar la atención integral solicitada y permanezca vigilante  para que situaciones como la aquí expuesta no se repitan; y iv) desvincular a la Secretaría De Salud Departamental de Risaralda del presente trámite y se exonerarla de la responsabilidad y/o pago ya que lo pretendido está a cargo total y exclusivo de la E.P.S.S. Cafesalud. 
E.P.S. Cafesalud 
La consulta pretendida se llevó a cabo el día 14 de agosto de 2013 a las 9:00 a.m. en el Hospital Universitario San Jorge, en la cual se le dieron indicaciones de hospitalización para intervención, con lo que desapareció toda posibilidad de vulneración o amenaza de los derechos invocados en la demanda, por lo que solicita que se deniegue la acción de tutela por carencia actual de objeto. 

Hizo referencia a la improcedencia de la acción de tutela para autorizar tratamientos integrales que conllevan prestaciones futuras e inciertas. 

Solicitó que i) se denegara el amparo de tutela incoado; ii) en subsidio que se indique concretamente el servicio NO POS-S que deberá ser autorizado y cubierto por la entidad, circunscribiéndolo al servicio que suscitó la petición de amparo; ello con el fin de evitar fallos integrales que den lugar a que en el futuro se termine asumiendo el valor de prestaciones que no tengan relación directa con la patología, o que no implican afectación del derecho a la vida, que precisamente es el objetivo con el que fue concebida la acción de tutela; y iii) que en el evento de imponerse a la EPS-S la carga de asumir algún servicio NO POS-S se precise el alcance de la orden y se autorice el respectivo recobro, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes, ante la respectiva entidad territorial, con cargo a  los recursos del Sistema General de Participaciones Sector Salud Prestación de Servicios de Salud a la población pobre. 
DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA 

Mediante sentencia del 23 de agosto de dos mil trece (2013) el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, resolvió: i) negar la acción de tutela por haberse presentado el fenómeno de hecho superado; ii) ordenó el suministro del tratamiento integral de manera agil, eficaz, adecuado, oportuno y eficiente respecto a la patología que generó la formulación del presente amparo; y iii) autorizar a la E.P.S.S. Cafesalud  a recobrar por el 100% del valor de los servicios médicos prestados y que no esté obligada a prestar. 
La E.P.S. Cafesalud apeló el fallo de primera instancia.
FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN
Manifestó que en la demanda no aparece prueba o indicio alguno que indique cuáles servicios comprenderá el tratamiento futuro ordenado, tampoco consta en las diligencias que CAFESALUD EPS-S haya negado servicios de salud deliberadamente y sin justificación alguna.

 Hizo referencia a la Sentencia T-657 de 2008, donde la Corte Constitucional “precisó que el principios de integridad supone que las órdenes de tutela que reconocen atención integral en salud se encuentran sujetas a los conceptos que emita el personal médico, y no lo que emite el paciente”.
Solicitó como petición principal que se revoque totalmente el fallo proferido y que en su lugar se declare que la obligación de prestar los servicios no incluidos en el POS-S corresponde a la Secretaría Departamental de Salud de Risaralda, a través de la IPS que determine. Subsidiariamente, solicitó que se revoque la “integridad” concedida, indicando concretamente el servicio POS que deberá ser autorizado y cubierto por la entidad, evitando fallos integrales que den lugar a que en el futuro se termine asumiendo el valor de prestaciones que no tengan relación directa con la patología o que no implican afectación del derecho a la vida, que precisamente es el objetivo con el que fue concebida la acción de tutela;  como segunda petición, no se modifique la orden relativa al recobro, señalando que aquel se reconocerá en su totalidad, es decir al ciento por ciento de los servicios contemplados por el fallo dentro de las 48 horas siguientes, ante la respectiva entidad territorial, con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones.
CONSIDERACIONES DE LA SALA
Esta Sala es competente para conocer de la presente  acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

Problema jurídico y solución 

De conformidad con los argumentos de la impugnante, esta Corporación debe decidir si el fallo adoptado por el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales al no tutelar los derechos fundamentales a la señora Rosa aura García López; así mismo, si procedía ordenar a la E.P.S.S. Cafesalud un tratamiento integral para su patología denominada. 
Antes de analizar la inconformidad presentada por la impugnante, se debe tener en cuenta que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
Para dilucidar tal aspecto se considera oportuno recordar que en diferentes ocasiones la jurisprudencia constitucional ha establecido que la salud es un derecho fundamental y por ende lo ha venido protegiendo por tres vías. La primera ha sido estableciendo su relación de conexidad con el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal y el derecho a la dignidad humana, lo cual le ha permitido identificar aspectos del núcleo esencial del derecho a la salud y admitir su tutelabilidad; la segunda ha sido reconociendo su naturaleza fundamental en contextos donde el tutelante es un sujeto de especial protección, lo cual ha llevado a la Corte a asegurar que un cierto ámbito de servicios de salud requeridos sea efectivamente garantizado; la tercera, es afirmando en la fundamentalidad del derecho a la salud en lo que respecta a un ámbito básico, el cual coincide con los servicios contemplados por la Constitución, el bloque de constitucionalidad, la ley y los planes obligatorios de salud, con las extensiones necesarias para proteger una vida digna”

Posteriormente, el Alto Tribunal superó la concepción indicada por muchos años, según la cual, la salud solo adquiere carácter de fundamental estando en conexidad con otras garantías fundamentales, y en la actualidad lo protege como derecho autónomo, señalando al respecto lo siguiente:

“(…) el derecho a la salud es un derecho de conservación y restablecimiento del estado de una persona que padece de algún tipo de dolencia, todo obedeciendo al respeto del principio de dignidad humana
, es por ello que esta Corporación ha precisado que la salud puede ser considerada como un derecho fundamental no solo cuando peligre la vida como mera existencia, sino que ha resaltado que la salud es esencial para el mantenimiento de la vida en condiciones dignas (el acceso a tratamientos contra el dolor
 o el suministro de todo lo necesario, para aquellas personas que padecen de enfermedades catastróficas que si bien, algunas son incurables, debe propenderse por todo lo necesario para un padecimiento en condiciones dignas).

De la misma forma, el derecho a la salud es individual y colectivo en tanto la asistencia individual que cada persona pueda requerir y el carácter asistencial de la salud pública y prevención de enfermedades más comunes.

Por tanto, de conformidad con la normatividad vigente y en especial de los mandatos constitucionales todos los entes que prestan la atención en salud deben procurar no solo de manera formal sino también material la mejor prestación del servicio, en pro del goce efectivo de los derechos de sus afiliados, pues  la salud comporta el goce de distintos derechos, en especial el de la vida en condiciones dignas, el cual debe ser garantizado por el Estado y por todos los entes encargados de la prestación del servicio, de conformidad con los mandatos internacionales, constitucionales y jurisprudenciales. (…)”

Con este precedente, dicha Corporación amplió el ámbito de protección del derecho a la salud, pero sin desconocer su carácter de servicio público esencial y  prestacional; por lo tanto, cuando las entidades encargadas de garantizar la prestación de la seguridad social en salud, sean omisivas o renuentes en implementar las medidas necesarias para materializar este derecho, el juez constitucional puede disponer su efectividad, dado su carácter de fundamental, a través de la acción de tutela, velando siempre porqu  e la población pueda llevar una vida digna. 

Si bien es cierto, de la respuesta allegada por parte de la  E.P.S.S. Cafesalud y del Hospital Universitario San Jorge, se podría predicar que los hechos que constituyeron el presente trámite se encuentran superados ante la atención médica especializada prestada a la accionante y la realización del procedimiento quirúrgico que le fue ordenado, resulta necesario señalar que el retardo injustificado por parte de la entidad accionada para suministrar el tratamiento requerido por la accionante, fue lo que motivó la interposición de la presente acción de tutela.

Es por lo anterior, que en el caso objeto de estudio, esta Sala debe precisar si el retardo en la determinación de una fecha para acceder a un servicio vulnera los derechos fundamentales de la demandante
De las pruebas que obran en el expediente, se tiene que desde el 30 de abril de 2013 a la señora María Consuelo Uribe Zapata le fue diagnosticada la enfermedad denominada “miomatosis uterina subserosa y submucosa descritas” (folio 6), motivo por el cual el día 29 de mayo de 2013 le fue ordenada una cita con ginecología y obstetricia (folio 7), sin que a la fecha de la interposición de la demanda se hubiere llevado a cabo la misma, lo cual vino a acontecer en cumplimiento a la medida provisional decretada por el despacho de primer grado, pese a la preexistencia de una autorización para dicho servicio (folio 4). 
La Corte Constitucional ha considerado que las entidades no se encuentran facultadas para someter a la persona a un término indefinido en su atención, toda vez, que este hecho vulnera la vida digna de los usuarios al someterlos a una incertidumbre en cuanto a la mejoría de su padecimiento y a la posible complicación de los síntomas de su enfermedad. Ello en consideración a que “… la dilación injustificada podría agravar el padecimiento y, eventualmente, llevar la enfermedad a límites inmanejables donde la recuperación podría resultar más gravosa o incierta, comprometiendo la integridad personal e, incluso, la vida del afectado. En consecuencia, es obligación de la entidad prestadora del servicio, adelantar las gestiones en el menor tiempo posible para que el usuario no padezca el rigor de su mal, más allá de lo estrictamente imprescindible…”
. 

El hecho de que una entidad encargada de prestar servicios en salud no le dé al afiliado y/o usuario información precisa referente a la fecha en la que se prestará efectivamente determinado servicio, deja al interesado en una incertidumbre que no está obligado a soportar. 

Por lo anterior, esta Sala de Decisión considera que resulta necesario proteger y tutelar el derecho a la salud de la señora Uribe Zapata, el cual le fue vulnerado por parte de la E.P.S.S. Cafesalud al no suministrarle oportunamente la atención especializada requerida, ni haberle dado información sobre cuándo se podía acceder al mismo, hecho que ha significado un retardo injustificado en la recuperación de su salud, lo cual será adicionado al fallo de primer grado. 
Sobre el principio de integralidad del derecho a la salud y los casos en los que procede la orden de tratamiento integral, la Corte Constitucional ha establecido lo siguiente: 

“Frente al principio de integralidad en materia de salud, la Corte Constitucional ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, es la relativa al concepto mismo de salud y sus dimensiones y, la segunda, hace mención a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas
. 

Esta segunda perspectiva del principio de integralidad ha sido considerada de gran importancia para esta Corporación, toda vez que constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud, pues el mismo, debe ser prestado eficientemente y con la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera con ocasión del cuidado de su patología y que sean considerados como necesarios por el médico tratante.

Dado lo anterior, es procedente el amparo por medio de la acción de tutela del tratamiento integral, pues con ello se garantiza la atención, en conjunto, de las prestaciones relacionadas con las patologías de los pacientes previamente determinadas por su médico tratante.  (Subrayas fuera del texto original)
Sin embargo, en aquellos casos en que no se evidencie de forma clara, mediante criterio, concepto o requerimiento médico, la necesidad que tiene el paciente de que le sean autorizadas las prestaciones que conforman la atención integral, y las cuales pretende hacer valer mediante la interposición de la acción de tutela; la protección de este derecho lleva a que el juez constitucional determine la orden en el evento de conceder el amparo, cuando se dan los siguientes presupuestos: 

“(i)  la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable”
.

El juez de primer grado en aras de salvaguardar las garantías constitucionales de la señora María Consuelo Uribe Zapata, arribó a la conclusión  que la E.P.S.S. Cafesalud debía garantizarle la prestación de un tratamiento integral para su patología  por ser la entidad responsable de la autorización y suministro oportuno de los servicios médicos requeridos, sin necesidad de desgastar el aparato judicial con la interposición de futuras acciones de tutela respecto a la enfermedad que presenta la actora. 

La E.P.S.S. tutelada presentó su inconformidad al fallo de primera instancia, por cuanto considera que la integralidad concedida debe circunscribirse únicamente al diagnóstico específico que motivó la tutela; además, la autorización de los servicios no incluidos en el POSS es  una obligación que corresponde al ente territorial del ámbito departamental.

De conformidad con lo planteado por la impugnante,  encuentra esta sede constitucional que el haberse dispuesto el tratamiento integral para la actora se torna racional bajo los fundamentos de real y efectiva salvaguarda a las garantías fundamentales de una persona titular de especial protección por parte del Estado.  Para esta Sala es claro que la señora María Consuelo Uribe Zapata, se encuentra en un estado de indefensión  por la patología que padece y por ser una persona que se encuentra afiliada al sistema de seguridad social en salud en el régimen subsidiado, lo que hace inferir que es de escasos recursos económicos.
La protección al derecho fundamental a la salud no se limita simplemente al reconocimiento de los servicios que se requieren con necesidad o sólo a aquellos que se encuentren dentro del plan obligatorio de salud; sino que comprende también su acceso de manera oportuna, eficiente y de calidad.  Tal como lo indicó la Corte Constitucional
: “una atención oportuna garantiza que las condiciones de salud del paciente tiendan -como es su esencia- hacia la recuperación o control de la enfermedad que lo aqueja y no hacia una mayor perturbación funcional de su organismo que pueda afectar su derecho a la vida en condiciones dignas. Se considera eficiente cuando los trámites administrativos a los que se somete al paciente para acceder a una prestación requerida son razonables, no demoran excesivamente el acceso y no imponen al interesado una carga que no le corresponde asumir.  Por otro lado, el servicio de salud es de calidad cuando las entidades obligadas a prestarlo actúan de manera tal “que los usuarios del servicio no resulten víctimas de imponderables o de hechos que los conduzcan a la desgracia y que, aplicando con razonabilidad los recursos estatales disponibles, pueden ser evitados, o su impacto negativo reducido de manera significativa para la persona eventualmente afectada.”  (Subrayas nuestras)
En cuanto a lo señalado por el apelante  cuando indica que la prestación de los servicios que están por fuera del POSS deberán ser brindados por el ente territorial departamental;  se le recuerda a la entidad prestadora de salud que es su obligación proporcionar a sus afiliados todos los servicios médicos, aun cuando se encuentren por fuera del POSS, siempre que se cumplan con los siguientes requisitos jurisprudenciales: 

“Actualmente, la jurisprudencia reitera que se desconoce el derecho a la salud de una persona que requiere un servicio médico no incluido en el plan obligatorio de salud, cuando “(i) la falta del servicio médico vulnera o amenaza los derechos a la vida y a la integridad personal de quien lo requiere; (ii) el servicio no puede ser sustituido por otro que se encuentre incluido en el plan obligatorio; (iii) el interesado no puede directamente costearlo, ni las sumas que la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio se encuentra autorizada legalmente a cobrar, y no puede acceder al servicio por otro plan distinto que lo beneficie; y (iv) el servicio médico ha sido ordenado por un médico adscrito a la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio a quien está solicitándolo.”[9] En adelante, para simplificar, se dirá que una entidad de salud viola el derecho si se niega a autorizar un servicio que no esté incluido en el plan obligatorio de salud, cuando el servicio se requiera [que reúna las condiciones (i), (ii) y (iv)] con necesidad [condición (iii)]. Como lo mencionó esta Corporación, “(…) esta decisión ha sido reiterada por la jurisprudencia constitucional en varias ocasiones, tanto en el contexto del régimen contributivo de salud,[10]como en el régimen subsidiado,[11] indicando, no obstante, que existen casos en los cuales se deben tener en cuenta consideraciones especiales, en razón al sujeto que reclama la protección,[12] a la enfermedad que padece la persona[13] o al tipo de servicio que ésta requiere.[14]”[15]”[16]  (Ver Sentencia T-676 de 2011)  (Subrayas nuestras)
Esta Sala arriba a la conclusión que la señora María Consuelo Uribe Zapata cumple con los requisitos exigidos por jurisprudencia de la Corte Constitucional  para obtener un tratamiento adecuado y de calidad para el manejo de su enfermedad; en consecuencia, la  E.P.S.S. Cafesalud dispondrá los servicios que requiera, siempre y cuando exista una orden prescrita por sus médicos tratantes, así no se encuentren dentro del POSS, tendientes a que se recupere o aminore su padecimiento.  
Finalmente sobre  la facultad de recobro esta Sala se abstendrá de emitir decisión alguna, puesto que de la simple lectura de la sentencia de primer grado, se colige que a la E.P.S.S. Cafesalud se le otorgó la misma por el costo total de los servicios pretendidos y de aquellos que llegara a suministrar y que no estuviera obligada a prestar, con lo que queda satisfecha la pretensión económica de la entidad accionada elevada a través del recurso formulado.  

La sumatoria de todas las consideraciones anteriores, permiten a esta Sala confirmar parcialmente la sentencia materia de impugnación. 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira  administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley
FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 23 de agosto de 2013 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en cuanto fue materia de impugnación.

SEGUNDO: ADICIONAR a la decisión de primera instancia la orden de TUTELAR el derecho fundamental a la salud de la señora María Consuelo Uribe Zapata, el cual le fue vulnerado por parte de la E.P.S.S. Cafesalud al no suministrarle oportunamente la atención especializada requerida, ni haberle dado información sobre cuándo se podía acceder al mismo, hecho que ha significado un retardo injustificado en la recuperación de su salud. 
TERCERO: ABSTENERSE de realizar pronunciamiento alguno con relación a la pretensión de la facultad de recobro del 100% ante la Secretaría de Salud Departamental, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

CUARTO: Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

(Incapacitado)
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado    

JUAN CARLOS MORALES RAMIREZ  

Secretario
� Sentencia T-760 de 2008.


� Sentencia T-881 de 2002.


� Sobre el particular, consultar entre otras,  T-1384 de 2000, T-365A-06.


� Sentencia T-648 de 2007 M.P. Clara Inés Vargas Hernández. 


� Sentencia T-728 de 2001.


� Al respecto, Corte Constitucional, Sentencia T-531 de 2009, M. P. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Corte Constitucional, Sentencia T-531 de 2009 M. P. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Ver sentencia T-104 de 201
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